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SENTENCIA

Resolución N° 13

Cusco, veintidós de setiembre

De dos mil catorce. 

                          Vistos: El Proceso Constitucional de Amparo, seguido por DAVID ANTERO TITO FLORES, contra la COMPAÑÍA MINERA ANTAPACCAY S.A. representada por Walter Renán Fuentes Dongo, la misma que ha sido puesto a despacho para  emitir  sentencia.

PARTE EXPOSITIVA
I. PETITORIO. 
Interpone demanda de Amparo por violación a sus derechos Constitucionales al trabajo, a la adecuada protección contra el despido arbitrario y a la libertad sindical, solicitando que declare inaplicable la carta de despido, asimismo se le reponga a su centro laboral donde venía laborando como Supervisor de Planeamiento y Almacén dentro de la Compañía Minera Antapaccay S.A.

II. ANTECEDENTES

De los fundamentos expuestos en la demanda interpuesta a fojas 51 i siguientes, se tiene que el recurrente:

El recurrente inicio su vinculo laboral con la empresa demandada el 01 de marzo de 1984 en la categoría de empleado permanente, hasta noviembre de 1998, ocupando el cargo en ese momento como Supervisor catalogación lo que acredita con el medio probatorio ofrecido en la demanda.

Durante su vínculo laboral a partir del mes de diciembre de 1998 ocupo el cargo de analista de inventarios como funcionario,  hasta que en fecha 02 de diciembre del 2013 mediante carta de despido se da por concluido el vinculo laboral estando laborando como Supervisor de Planeamiento y Almacén.

ADMISIÓN A TRÁMITE Y CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Efectuada la calificación, por Resolución N° 02 de fecha 31 de enero del dos mil catorce se admite a trámite la demanda, notificada válidamente a la demandada, la que contesta a través de su representante por escrito (Fs. 214-246), deduce nulidad del auto admisorio y propone medio de defensa consistente en la excepción de incompetencia por razón de la materia los mismos que han sido resuelto en el auto de saneamiento de fecha dieciocho de julio del dos mil catorce. (Fs. 275-281).

Absuelve traslado de la demanda negándola en todos sus extremos, por carecer de sustento jurídico, en razón a los siguientes fundamentos:
            Así pues, resulta evidente que en todo proceso preferente a la nulidad de un despido, es el demandante quien debe acreditar plenamente la existencia de un despido nulo, caso contrario corresponde que la judicatura declare infundada la demanda interpuesta.


      Refiere que no se ha acreditado en el caso de autos que el actor no fue cesado por haber sido supuestamente representante sindical del Sindicato de Trabajadores Funcionarios de la Compañía minera demandada, por lo que se configura la nulidad del despido que este falsamente alega.


      Señala que no existe ninguna evidencia aportada por el actor respecto de que la convocatoria para la asamblea que según el actor habría realizado el 27 de noviembre de 2013, asimismo de que haya incluido invitaciones cursadas a personas diferentes de la empresa, refiere además que a la fecha del despido no tenia conocimiento de la existencia del sindicato.

III. ACTIVIDAD PROCESAL

Por Resolución N° 07 de fecha dieciocho de julio del  año dos mil catorce, se declara INFUNDADA la nulidad de autoadmisorio y excepción de incompetencia  por razón de la materia propuesta por la Compañía Minera Antapaccay S.A representada por Walter Renán Fuentes Dongo.

Mediante resolución N° 09, de fecha dieciocho  del año dos mil catorce se resuelve CONCEDER APELACION SIN EFECTO SUSPENSIVO Y CON CALIDAD DE DIFERIDA lo que contiene la resolución N° 07. 

En ese estado se pone autos en mesa  para dictar sentencia en el orden que le corresponda. 

PARTE CONSIDERATIVA
PRIMERO.- PROCEDENCIA DEL PROCESO DE AMPARO

De acuerdo a los criterios de procedibilidad de las demandas de Amparo en materia laboral individual privada, establecidos en fundamentos 7 a 20 de la STC 0206-2005-PA/TC, que constituyen precedente vinculante de conformidad con lo dispuesto en el articulo VII del titulo preliminar del Código Procesal Constitucional, en el presente caso, corresponde efectuar la verificación del despido incausado alegado por el demandante.

SEGUNDO.- DELIMITACIÓN DEL PETITORIO.
El objeto de la demanda es que declare inaplicable la carta de despido, solicitando se le reponga a su centro laboral donde venía laborando como Supervisor de Planeamiento y Almacén dentro de la Compañía Minera Antapaccay S.A.; por haber sido despedido violándose sus derechos Constitucionales al trabajo, a la adecuada protección contra el despido arbitrario y a la libertad sindical.
TERCERO.-SOBRE LOS DERECHOS VULNERADOS.
A.-SOBRE EL DERECHO AL TRABAJO Y PROTECCION AL  DESPIDO ARBITRARIO

El derecho al trabajo reconocido en el Artículo 22 de la Constitución, concierne la imposibilidad de no ser despedido sino por causa justa, de tal manera que cualquier despido sin expresión de causa, resulta atentatorio a la Constitución, conforme lo interpretado por el Tribunal Constitucional:

“Este Tribunal estima que el contenido esencial de este derecho constitucional implica dos aspectos: el de acceder a un puesto de trabajo, por una parte y, por otra, el derecho a no ser despedido sino por causa juta. Aunque no resulta relevante para resolver la causa, cabe precisar que, en el primer caso, el derecho al trabajo supone adopción de trabajo; si bien hay que precisar que la satisfacción de este aspecto de este derecho. El segundo aspecto del derecho es el que resulta relevante para resolver la causa. Se trata del derecho al trabajo entendido como proscripción de ser despedido salvo por causa justa”.

Si se entiende que el derecho al trabajo en su segundo contenido se refiere al derecho a conservar el empleo ya logrado y que por ende el despido arbitrario o AD NUTUM no resulta aceptable, se podría concluir en que la legislación tendría que adaptarse a la nuevas épocas y ampliar el listado de la causas que se consideren justificadas para poder extinguir validamente el contrato de trabajo, porque bastaría que en dicho listado no conste tipificado un motivo que justifique un despido para que, de ocurrir, y aun cuando en los hechos sea valido, sea considerado jurídicamente injustificado o arbitrario, y por ende inaceptable para el ordenamiento jurídico
.

La adecuada protección contra el despido arbitrario a que se refiere el artículo 27 de la Constitución no permite al legislador que, de producirse, establezca como única  reparación, la indemnización.  Si el trabajador opta por la justicia constitucional, vía amparo, esta restituirá, es decir repone las cosas al estado anterior a la violación del derecho constitucional, con lo cual podrá lograr la REPOSICIÓN en el trabajo.

B.- SOBRE LA AFECTACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO.

El derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el artículo 139 numeral 3) de la Constitución, comprende una serie de garantías, formales y materiales, de muy distinta naturaleza, cuyo cumplimiento efectivo garantiza que el procedimiento o proceso en el cual se encuentre inmersa una persona, pueda considerarse justo. 

El derecho de defensa se encuentra reconocido expresamente por el artículo 139, numeral 14, de nuestra Constitución, y constituye un elemento del derecho al debido proceso. Según lo ha señalado la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el contenido esencial del derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un proceso judicial, a cualquiera de las partes se le impide, por concretos actos de los órganos judiciales, el ejercicio de los medios necesarios, suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos. Es así que el derecho de defensa se constituye en fundamental y conforme el ámbito del debido proceso, siendo presupuesto para reconocer la garantía de este último. Por ello, en tanto derecho fundamental, se proyecta como principio de interdicción para afrontar cualquier indefensión y como principio de contradicción de los actos procesales que pudieran repercutir en la situación jurídica de alguna de las partes, sea en un proceso o procedimiento, o en el caso de un tercero con interés.  

C.-SOBRE LA LIBERTAD SINDICAL

En la STC 0008-2005-PI/TC el Tribunal Constitucional estableció que la libertad sindical se define como la capacidad auto determinativa para participar en la constitución y desarrollo de la actividad sindical, e indica también que la libertad sindical intuito personae se encuentra amparada genéricamente por el  inciso 1 del artículo 28.º de la Constitución. Esta facultad se manifiesta en dos planos: 
I) la libertad sindical intuito personae que comprende en su faceta positiva el derecho de un trabajador a constituir organizaciones sindicales y a afiliarse a los sindicatos ya constituidos y, en su faceta negativa, derecho  de un trabajador a no afiliarse o a desafiliarse de una organización sindical; 

II) La libertad sindical plural, la misma que plantea tres aspectos: a) ante el estado, b) ante los empleadores y c) ante otras organizaciones sindicales.

Asimismo, el inciso a) del artículo 29.º del Decreto Supremo N.° 003-97-TR prescribe que se considera nulo el despido de un trabajador que tenga por motivo la afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales.

CUARTO.- ANÁLISIS DE LA CONTROVERSIA

4.1
Corresponde a este Juzgado determinar si, conforme a los medios probatorios aportados, se habría desnaturalizado los servicios brindados por el demandante a la emplazada, a efecto de considerar si producto de la extinción del vinculo laboral se dio por haberse vulnerado el derechos a la afiliación, a constituir una organización sindical, pues de ser así, nulo el despido del trabajador que tenga por motivo la afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales.

4.2 DE LOS MEDIOS DE PRUEBA

El actor en su escrito de demanda que obra a fojas 51, presenta los siguientes medios de prueba que acredita el vínculo laboral que mantenía la demandante con la entidad demandada:

DEL DEMANDANTE:

· Boletas de pagos emitidos por la entidad demandada (Fs. 2 a 4), se desprende que laboro desde el 10 de enero de 1994 como es de verse en la boletas adjuntadas del mes de enero de 1994, diciembre de 1998 y  la boleta en la cual figura desde el 01 de agosto del 2013 hasta el 31 de agosto del 2013.

· Copia de la solicitud de inscripción sindical del sindicato de trabajadores funcionarios de la Compañía Minera Antappacay S.A. dirigido a el Director Regional del Ministerio de Trabajo de Cusco de fecha 25 de noviembre del 2013, en el mismo que hace mención del acta de constitución del referido sindicato que fue en fecha 23 de noviembre del 2013.

· Copia legalizada del acta de constitución se ha acreditado que conforme refiere de manera expresa que se han realizado los actos preparatorios previo a la inscripción 60 días antes, asimismo el estatuto del sindicato de trabajadores funcionarios de la compañía de fecha 23 de noviembre del 2013 a fojas 7 al 34.

· Constancia de inscripción automática en el registro de organizaciones sindicales de la sub dirección de negociaciones colectivas y registros generales de la Dirección Regional de Trabajo y Promoción del Empleo del Cusco, de fecha veintisiete de noviembre del 2013.(Fs. 35)

· Copia legalizada de fecha 02 de Diciembre del 2013, refiere que se le quita la confianza motivo por el cual se da por culminado el vinculo laboral; de autos también se desprende cartas de despido de otros trabajadores figurando el mismo motivo.(Fs. 36 al 49)  

DEL DEMANDADO:

· Copia simple de la solicitud del Ministerio de trabajo de fecha 02 de diciembre del 2013, mediante la cual el sindicato solicito que se notifique a la empresa la inscripción del sindicato SITRAMINA en el registro sindical. (Fs. 86)  
· Copia simple de la comunicación del Ministerio de trabajo de fecha 03 de diciembre del 2013, informando sobre la Constitución del sindicato SITRAMINA. (Fs. 87)  
· Copia simple del escrito de fecha 10 de diciembre de 2013, mediante la cual solicitan a la autoridad de trabajo que proporcione la relación de los integrantes, la nómina de los afiliados al sindicato y el estatuto de la organización. (Fs. 88 a 89)  
· Informe N° 464-2011 de fecha 09 de marzo del 2012  mediante la cual se realiza la evaluación de la modificación del plan de cierre de minas de la unidad Minera Tintaya de Xstrata tintaya S.A.(Fs. 90 a 116)

· Resolución Directoral se resuelve aprobar el Plan minado del proyecto Antapaccay, aprobando el inicio de actividades de explotación del proyecto minero Antapaccay de fecha 09 de marzo de 2012.(Fs. 117 a 118)
· Copia simple del formato TR5 del T-Registro de nuestra planilla de remuneraciones correspondientes a los meses de octubre a diciembre de 2013.(Fs. 125 al 133)  
· Copia simple de los Convenios Colectivos de trabajo que ha suscrito en el año 2013 con las dos organizaciones sindicales con las cuales negocia la compañía y copia de los convenios colectivos celebrados con el primer sindicato en los años 2008, 2003 y 1999. (Fs. 134 al 196)  
· Copia del documento denominado “descripción del puesto y plan de acción”, mediante la cual se desprende las labores encargadas a el actor.(Fs. 197 al 202)  
4.3 SOBRE EL VÍNCULO LABORAL

Es preciso realizar el siguiente análisis respecto de los derechos vulnerados conforme se aprecia de lo solicitado por el recurrente, asimismo de la labor que realizaba el mismo y determinar la conclusión del vínculo laboral y las incidencias del mismo:

A) SOBRE LA AFECTACIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD   SINDICAL

 
Por otro lado, es necesario resaltar que las organizaciones sindicales al representar al conjunto de trabajadores de su ámbito cumplen un papel fundamental en la sociedad ya sea porque actúan como manifestación del derecho de asociación o por su vinculación con la consolidación del Estado Social y Democrático de Derecho. Es precisamente para este logro que tiene entre sus principales objetivos el estudio, desarrollo, protección y defensa de los derechos e intereses de sus miembros así como buscar el mejoramiento social, económico y moral de sus integrantes
.

A fojas 5 y 6 se desprende que en fecha  25 de noviembre del 2013 se solicito la inscripción sindical del SITRAMINA ante la Dirección Regional de Trabajo y Promoción del Empleo de Cusco, posteriormente en fecha 27 de noviembre del 2013 se procedió a la inscripción del SITRAMINA; siendo así en fecha 10 de diciembre de 2013, la sociedad demandada solicito a la autoridad de trabajo que proporcione la relación de los integrantes, la nómina de los afiliados al sindicato y el estatuto de la organización; de lo que se desprende que la sociedad demandada tenia conocimiento del sindicato.

Conforme del estudio de autos es preciso resaltar lo señalado en el artículo 31 del T.U.O de la Ley de Relaciones Colectivas de trabajo- D.S N° 010-2003-TR, que refiere de la manera siguiente:

Artículo 31.- Están amparados por el fuero sindical:

a) Los miembros de los sindicatos en formación, desde la presentación de la solicitud de registro y hasta tres (3) meses después.

b) (…).


Lo que permite concluir que a partir de la presentación de la solicitud de registro en fecha 25 de noviembre del 2013, desde ese momento los trabajadores pertenecientes al sindicato se encontraban amparados por el fuero sindical garantizando de esta manera que los trabajadores no pueden ser despedidos, ni trasladados a  otros establecimientos de la misma empresa, sin justa causa debidamente demostrada o sin su aceptación.

La inscripción del sindicato, acto mismo esta dotado de publicidad, por lo cual no se puede desconocer la formación del sindicato, en ese orden de ideas la conclusión del vínculo laboral mediante una carta de despido de fecha 02 de diciembre del 2013 mediante la cual se le indica que se le ha retirado la confianza no mediando una causa que justifique dicha decisión; en ese sentido es preciso referir lo siguiente:

a) Que, los trabajadores pertenecientes al sindicato se encontraban protegidos por el Fuero Sindical desde el 25 de noviembre del 2013 (Presentación de la solicitud de inscripción) y hasta 3 meses después; lo cual en el presente caso no se ha dado.

b) Que, para que pueda proceder el despido debió el empleador argumentar una causa justa debidamente demostrada; lo que en autos no se ha acreditado.

Consecuentemente se infiere que la conclusión del vínculo laboral se ha originado por causa de su afiliación y dirigencia sindical, puesto que los trabajadores que son parte del sindicato gozan de protección por el fuero sindical y solo podían ser despedidos por causa justa. Por tanto, se ha acreditado la vulneración del derecho a la libertad sindical alegado por el actor, ya que gozaban de protección, siendo así el Estado reconoce a los trabajadores el derecho a la sindicalización, sin previa autorización, para el estudio, desarrollo, protección y defensa de sus derechos e intereses y el mejoramiento social, económico y moral de sus miembros.

B)
SOBRE LA CALIDAD DE TRABAJADOR DE CONFIANZA

Es de advertir que los trabajadores de confianza, son aquellos que laboran en contacto personal y directo con el empleador o con el personal de dirección, teniendo acceso secretos industriales, comerciantes o profesionales y, en general, a información de carácter reservado. Asimismo, aquellos cuyas opiniones o informaciones son presentadas directamente al personal de dirección, contribuyendo a la formación de las decisiones empresariales.

En el presente caso el recurrente a fojas 4 es considerado trabajador de confianza como es de advertir de la boleta, asimismo a fojas 197 a 202 se describe la labor que debería realizar un Supervisor de Planeamiento y almacén, puesto que ocupaba el actor; consecuentemente se tiene que, conforme lo dispuesto por el articulo 59° del reglamento de Decreto Legislativo 728, aprobado por el Decreto Supremo N°. 001-96-TR, para la calificación de los puestos de confianza el empleador deberá, entre otros requisitos, comunicar por escrito tal calificación, consignar libro de planillas y en las boletas de pago la calificación correspondiente. Asimismo el articulo 60° del mencionado reglamento prescribe que la calificación de puestos de confianza “es una formalidad que se debe observar el empleador; sin embargo, “su inobservancia no enerva dicha condición si de la prueba actuada esta se acredita”, debido a que la categoría de trabajador de confianza depende de la naturaleza de la funciones desempeñadas y no de la denominación que se le dé al puesto.  


De la misma manera la calificación de dirección o de confianza es una formalidad que debe observar el empleador, por lo que si un trabajador desde el inicio de sus labores conoce la de su calidad de personal de confianza o de dirección, o por el hecho de realizar labores que implique tal calificación, estará sujeto a la confianza del empleador para su estabilidad en su empleo como de dirección o de confianza conforme al articulo 59° o 60° del Decreto Supremo N°. 001-96-TR, este tiene habilitada la acción correspondiente, para dejar sin efecto tal calificación.  No obstante nuestra legislación ha regulado la categoría de trabajador de confianza, haciendo una distinción conforme a la Ley de Productividad Competitividad laboral considera que:

	PERSONAL DE CONFIANZA
	PERSONAL DE DIRECCION

	Son trabajadores de confianza aquellos que laboran en contacto personal y directo con empleador o con el personal de dirección, teniendo acceso a secretos industriales, comerciantes o profesionales y, en general, a información de carácter reservado. Asimismo, aquellos cuyas, opiniones o informes son presentados directamente al personal de dirección, contribuyendo a la formación de las decisiones empresariales.
	Es aquel que ejerce la representación general del empleador frente a trabajadores o terceros, o que lo sustituye, o comparte con aquel las funciones de administración y control, o de cuya actividad y grado de responsabilidad depende el resultado de actividad empresarial.


Este juzgado considera que, por su naturaleza, la categoría de trabajador de dirección lleva implícita la calificación de confianza, pero un trabajador de confianza no necesariamente es un trabajador de dirección, en la medida que no tiene no tiene poder de decisión ni de representación.

De otro lado, conforme del estudio de autos este Juzgado considera:

1. No se ha acreditado en el presente caso que el trabajador haya tenido la calidad de personal de confianza, puesto que de autos no se desprende medio de prueba que evidencie tal cargo, puesto que no basta la denominación de “FUNCIONARIO” como se desprende en la boleta que corre a fojas 4 y en el registro de planillas a fojas 125 a 133; sino conforme lo señala el Principio de la Primacía de la Realidad, lo que debe primar es la realidad ante cualquier documento; Siendo así el actor no mantenía una relación consistente en la RECIPROCA CONFIANZA entre el empleador y el recurrente.

2. Es de advertir, no es la persona la que determina que un cargo sea considerado de confianza. La naturaleza misma de la función es lo que lo determina la condición laboral del trabajador.

3. Conforme se desprende a fojas 197 al 198 del documento en el cual se describe el puesto y plan de acción que desarrollaba el actor,  no se ha acreditado que realizaba tales labores; puesto que la elaboración de informes, opiniones son descartadas si en caso carecen de un análisis sustantivo.
4. Asimismo un trabajador de confianza esta supeditado a la confiabilidad del empleador en sus funciones. En este caso el retiro de la misma puede ser invocada por el empleador y constituye una situación especial, a diferencia de los despidos por causa grave que son objetivos; lo  que permite referir que mediante una carta de despido se da por concluido el vinculo laboral alegando el retiro de confianza, mas no el motivo de la decisión; por lo tanto, el empleador debió invocar el motivo de la extinción del vinculo laboral, asimismo si retiro la confianza al trabajador debió el empleador regresar al actor a su anterior puesto de trabajo, lo cual no se ha dado en el presente caso.
Siendo así y conforme se desprende del estudio de autos  el recurrente no se ha acreditado que el actor tenia la calidad de trabajador de confianza, ya que no se ha evidenciado los características propias que revisten la categoría de un trabajador de confianza, lo que permite inferir que no se encontraba ligada de manera intima a la empresa o a los interés de quien los contrata.

C)
SOBRE LA AFECTACIÓN DEL DERECHO AL TRABAJO 
El artículo 22º de la Constitución Política del Perú establece que: “El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y medio de realización de una persona”. Mientras que el artículo 27º de la carta magna señala que: “La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario”. 

 
Según el artículo 4º del Decreto Supremo Nº 003-97-TR, “En toda prestación personal de servicios remunerados y subordinados, se presume la existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado. El contrato individual de trabajo puede celebrarse libremente por tiempo indeterminado o sujeto a modalidad. El primero podrá celebrarse en forma verbal o escrita y el segundo en los casos y con los requisitos que la presente Ley establece”.

Se advierte del artículo antes citado que, cuando concurran los requisitos esenciales de la relación laboral (prestación personal, subordinación y remuneración), existe la presunción que nos encontramos frente a un contrato de trabajo a plazo indeterminado, el que puede ser escrito o verbal.  

De autos no se ha evidenciado contrato de trabajo escrito alguno, por lo contrario se ha se habría desarrollado un contrato de trabajo indeterminada de naturaleza verbal; habiendo desarrollado labores durante desde el 01 de marzo de 1994, lo cual permite deducir que el trabajador ha superado ampliamente el periodo de prueba.

En referencia ello, se alude al Registro de la planilla de remuneraciones (Fs. 125 a 133) correspondientes a los meses de octubre a diciembre de 2013, del cual se tiene el recurrente se encontraba bajo un contrato de naturaleza indefinida que al haber superado el periodo de prueba, el trabajador gozaba de protección contra el despido arbitrario.
En consecuencia, conforme al Decreto Supremo Nº 003-97-TR al haberse determinado que entre las partes existía una relación laboral de naturaleza indeterminada, el demandante solo podía ser despedido por una causa justa relacionada con su conducta o capacidad laboral, por lo que la ruptura del vínculo laboral, tiene el carácter de un despido arbitrario, lesivo del derecho al trabajo, frente a lo cual procede la REPOSICIÓN como finalidad eminentemente restitutoria de todo proceso constitucional de tutela de derechos fundamentales.

QUINTO.-
PRECEDENTE CONSTITUCIONAL
El artículo VI del título preliminar del Código Procesal Constitucional dispone que los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional, lo que significa que la sentencia debe ser expresada en los términos que ha sido explicado en la Sentencia emitida en el expediente N° 01052-2011-PA/TC, que declara fundada la demanda por haberse acreditado la violación constitucional al trabajo en consecuencia nulo el despido que ha sido víctima el demandante ordenando que la parte demandada reponga al actor en su mismo puesto de trabajo o en otro o de similar nivel.

· En dicha sentencia, el supremo intérprete de la Constitución, en la parte pertinente señala: “En el presente caso, se debe determinar si la prestación de servicios del recurrente, en aplicación del principio de primacía de la realidad, puede ser considerada un contrato de trabajo a plazo indeterminado, porque de ser así, el demandante sólo podía ser despedido por causa justa prevista en la ley. Así tenemos que en la STC N° 1944-2002-AA/TC, se estableció que mediante el referido principio, en caso de discordia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye de los documentos, debe darse preferencia a lo primero; es decir, a lo que sucede en el terreno de los hechos”.
SEXTO.- COSTAS Y COSTOS

Se ha acreditado que la COMPAÑÍA MINERA ANTAPACCAY S.A. ha vulnerado derechos constitucionales como el derecho a la adecuada protección contra el despido arbitrario y a la libertad sindical, de conformidad con el artículo 56º del Código Procesal Constitucional, ORDENAR a dicha entidad que asuma los costos procesales, los cuales deberán ser liquidados en la etapa de ejecución de la presente sentencia.

PARTE RESOLUTIVA

POR  ESTOS FUNDAMENTOS, impartiendo justicia en nombre del pueblo, conforme al artículo 138 de la Constitución,

FALLO: 

Declarando FUNDADA la demanda de Amparo por violación a la libertad sindical y al trabajo, interpuesta por DAVID ANTERO TITO FLORES, en consecuencia, NULA la carta de fecha 02 de diciembre del 2013 ORDENO que la demandada COMPAÑÍA MINERA ANTAPACCAY S.A.,  REPONGA a el demandante en el cargo de SUPERVISOR DE PLANEAMIENTO Y ALMACÉN o en otro de similar categoría o nivel, en el plazo de diez (10) días bajo apercibimiento de aplicarse las medidas coercitivas prescritas en el artículo 22 del Código Procesal Constitucional. Con costos. T.R. y H.S
� Exp. N° 1124-2001-AA/TC


� Nótese que el despido, justificado no genera el pago de ninguna indemnización por lo cual la ampliación de causas justas de despido desprotege cuando menos económicamente a un trabajador cesado.


� SSTC Exps. N° S 01139-2007-PA/TC, F.J.6 Y 008-2005-pi/tc, f,j.27


� STC 008-2005-PI. F. J, 28
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